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«Si hubiera aceptado las exigencias de Pablo Iglesias hoy sería presidente del Gobierno. Pero sería un presidente que no dormiría por las noches, como el 95 por ciento de los españoles, incluidos votantes de Unidas Podemos». Esto declaraba Pedro Sánchez el 19 de septiembre de 2019 en una entrevista que concedió a Antonio García Ferreras en el Palacio de La Moncloa, cuando había fracasado su intento de investidura de julio de ese año y estábamos ya en la precampaña de las elecciones del 10 de noviembre.

Menos de dos meses después de sus rotundas declaraciones a Ferreras y menos de cuarenta y ocho horas después del cierre de los colegios electorales ese domingo de noviembre, el martes día 12, Sánchez y el líder de Unidas Podemos, Pablo Iglesias, comparecieron en el Congreso de los Diputados para anunciar que habían alcanzado un acuerdo para formar un gobierno de coalición y firmar públicamente un documento en el que se desarrollaban las condiciones de ese pacto.

La prensa dijo que ese acuerdo era la consecuencia de una negociación muy rápida y discreta que había comenzado la misma noche del domingo. En aquella comparecencia conjunta los dos líderes declararon que, a partir de ese momento, tanto el PSOE como Unidas Podemos buscarían acuerdos con otros partidos para lograr una mayoría suficiente para la investidura de Sánchez y para hacer realidad ese gobierno de coalición con Iglesias de vicepresidente.

•   •   •



De todas las declaraciones, discursos y mítines que ha dado Pedro Sánchez en su vida, que no han sido pocos, creo que nunca como aquel día en el que se sinceró con el director de La Sexta ha dado más en el clavo. Porque a mí, cuando vi las imágenes del abrazo que se daba con Iglesias ese 12 de noviembre, me pasó exactamente lo que había profetizado: no he vuelto a dormir tranquila.

Y como iban pasando los días y los meses y seguía sin poder conciliar el sueño con tranquilidad, empecé a pensar por qué había tenido razón Sánchez en ese aviso del insomnio, cuando la mayoría de las cosas que ha dicho desde que está en política o han sido mentiras o la realidad ha demostrado que eran equivocadas. ¿Por qué no puedo dormir tranquila y, si su admonición es correcta, por qué hay un 95 por ciento de españoles que, desde que vieron abrazados a Sánchez e Iglesias, no duermen en paz?

De esas reflexiones ha nacido este libro. De ese intento de explicarme por qué sufro de insomnio cuando contemplo cómo la coalición (que creo que lo más correcto es llamar sanchista-podemita) da pasos sin pausa y sin complejos hacia el desmontaje del régimen que inauguró, con el entusiasmo y la esperanza de la mayoría de los españoles, la Constitución de 1978.

Han sido muchas horas nocturnas, pero también diurnas, las que he dedicado a pensar y analizar qué nos ha pasado en España para llegar a esto. Han sido también muchas conversaciones con amigos y conocidos de todos los partidos, de todas las ideologías y de todas las condiciones sociales, culturales y económicas, en las que he expuesto mis puntos de vista sobre lo que nos está pasando y los he confrontado con los suyos. Han sido muchos los artículos y los análisis publicados sobre este asunto que me he leído y releído.

Y después de haber acumulado muchas horas de reflexión, de conversaciones y de lecturas, me he decidido a poner por escrito las conclusiones más importantes a las que he llegado para explicarme por qué Sánchez tenía razón y es imposible dormir tranquila cuando se ve a su gobierno en acción. Todo lo que aquí recojo es un intento de explicación de algo que no tiene una explicación sencilla. Es mi intento de explicación.

Quiero hacer hincapié en una palabra que acabo de escribir, «intento». Esto quiere decir que no pretendo, sino todo lo contrario, cerrar el tema o decir la última palabra sobre este asunto tan delicado y tan importante para el futuro inmediato de España. Por eso me gustaría que estas reflexiones fueran consideradas solo como eso, como un primer intento de explicación de lo que nos pasa. Y en consecuencia, lo que más me gustaría es que sirvieran para provocar el debate entre los políticos del centro y la derecha, que, como se verá, son los destinatarios principales de estas páginas. Y también entre esos políticos de la izquierda a los que se refirió Sánchez en sus sinceras declaraciones. No hay que olvidar que allí dijo que creía que hasta a muchos votantes de Unidas Podemos les inquietaría un gobierno con Iglesias dentro.

Estoy segura de que si los políticos del centro y la derecha no entran de lleno en los debates que planteo en este libro, si no reconocen que es imprescindible que ese centro y esa derecha se rearmen ideológica y programáticamente, la coalición del insomnio tendrá muchas más posibilidades de seguir provocándolo en un altísimo porcentaje de españoles.

•   •   •



Me he decidido a escribir estas reflexiones, en primer lugar, por sentido de la responsabilidad. Desde que, a principios de los ochenta, cuando era una Técnica de Información y Turismo del Estado destinada en el Ministerio de Cultura, decidí meterme en política, hasta hoy, esta ha sido una parte muy importante de mi vida.

Primero en un pequeño partido, la Unión Liberal, que pasó a llamarse Partido Liberal, después en Alianza Popular, y hasta hoy en el PP. Primero como concejal de la oposición en el Ayuntamiento de Madrid, después como concejal con responsabilidades de gobierno en coalición y en mayoría, más tarde como ministra de Educación y Cultura, luego como presidenta del Senado, después como presidenta de la Comunidad de Madrid, y otra vez en el Ayuntamiento en la oposición. Como puede verse, tengo detrás de mí una dilatada experiencia. Ahora llevo ya cuatro años fuera de la política activa, pero no he querido que deje de ocupar un lugar central en mis pensamientos, en mis preocupaciones y en mis deseos de querer lo mejor para España y para los españoles.

Creo que el hecho de estar fuera del juego político, el no tener ya ninguna ambición personal en la política, me concede un cierto plus de legitimidad para abordar los análisis de lo que nos pasa. Por eso, me he atrevido a escribir este libro desde mi experiencia de cuarenta años de vida política con la libertad que da el no aspirar a nada personal en la vida pública española. Por eso, y porque creo que puede ser útil para impulsar el rearme que la derecha y el centro, como intentaré explicar, necesitan.

•   •   •



Vuelvo al insomnio. Algunos pueden pensar que la primera causa del insomnio fue la presencia en el gobierno de comunistas «de tomo y lomo», como dijo Fraga que era Carrillo cuando accedió a presentarle en el Club Siglo XXI en aquellos tiempos de la Transición en los que se cultivaba la reconciliación y la concordia. Es evidente que esa presencia de comunistas, que además ya no tienen nada que ver con los eurocomunistas de entonces, es, en sí misma, una justificada causa de insomnio para cualquier persona medianamente informada de lo que, a lo largo de la historia, han significado los comunistas allá donde han puesto su huella.

Sin embargo, lo primero que provoca mi insomnio desde entonces es la inconsistencia del presidente del Gobierno, es la soltura con la que pasó de rechazar frontalmente a Podemos como socio de gobierno a firmar en menos de cuarenta y ocho horas un pacto de coalición con ellos, sin pestañear y, al mismo tiempo, sin que provocara el rechazo inmediato de sus votantes, que, en pura lógica, tenían que haberse sentido engañados.

El mismo Sánchez que en marzo de 2016 intentó su investidura con el apoyo de Ciudadanos (que era y sigue siendo un partido especialmente jacobino y enemigo de las veleidades independentistas), en noviembre de 2019 intentaba —y ahora con éxito— esa investidura en coalición con un partido, Podemos, que ha dado alas y se ha presentado siempre como amigo de los independentistas y como su embajador ante las instituciones del Estado.

Tener un presidente del Gobierno con principios morales tan peculiares como lo son su sentido de la verdad y el valor que concede a la palabra dada, y con principios políticos tan laxos que le permiten aliarse con unos y con sus opuestos sin ni siquiera explicarlo, ya me parece que es una razón suficiente para perder el sueño. Y si, encima, la sociedad a la que sirve acepta que el que preside el gobierno tenga esos curiosos principios morales y políticos, se puede concluir que tampoco el comportamiento de esa sociedad es para dormir muy tranquilo.

Pero, claro está, mi insomnio no se debe únicamente a la personalidad de Sánchez y a la respuesta de la sociedad española, muy influenciada por unos medios de comunicación siempre favorables a todo lo que se oponga al pensamiento liberal-conservador. También lo provoca la situación objetiva en que se encuentra la política española.

La simple descripción fría y sin adjetivos de la situación ya da para no poder conciliar el sueño: España tiene hoy un gobierno en minoría de una coalición de socialistas y comunistas, que se sostiene por el apoyo parlamentario de los partidos separatistas y de Bildu, que es un partido expresamente filoterrorista. Hacía ochenta y dos años que en España no había comunistas en el gobierno y en ninguno de los otros veintiséis países que forman con nosotros la Unión Europea hay seguidores del marxismo-leninismo que eso es el comunismo, en sus gobiernos.

Esa es la composición del gobierno y, si miramos lo que tienen enfrente, nos encontramos con tres partidos de centro derecha que intentan llevar a cabo, cada uno por su lado, su labor de oposición.

La composición y la trayectoria del actual gobierno y la situación en que se encuentra la oposición hacen que todos los españoles que queremos lo mejor para nuestra patria sintamos el deber de contestar a la pregunta quo vadis, Hispania?

•   •   •



Tenemos que contestar esa pregunta porque es evidente que la coalición gobernante y los que la apoyan tienen un proyecto que desborda los límites de lo que debe ser la acción de un gobierno. Esa coalición Frankenstein, que forman de manera compacta el PSOE y Unidas Podemos, apoyada por unos partidos entre los que están en lugar prominente los independentistas, con ERC y Bildu a la vanguardia, tiene un proyecto que va hacia algún sitio que, además, no se nos confiesa claramente: ese proyecto lo que pretende es, simple y llanamente, el cambio de nuestro régimen constitucional, la democracia liberal que los españoles nos dimos al votar la Constitución de 1978, la Constitución de la concordia.

La España de hoy vive un triste momento porque tenemos que luchar por defender nuestra Constitución, la de la concordia y la reconciliación, la que cerraba décadas de enfrentamientos fratricidas, la que ha demostrado ser la mejor norma posible para ordenar la convivencia de los españoles. Tenemos que luchar por defenderla, precisamente, ante los ataques de los que detentan hoy el poder legislativo y el poder ejecutivo. Porque están mostrando de manera más o menos explícita que no aceptan los límites que la democracia les impone y que quieren utilizar esos poderes para cambiar radicalmente ese marco de nuestra convivencia, cuando no, como pretenden algunos de los partidos que hoy sostienen al gobierno, la esencia profunda de nuestra Nación.

Pero si todavía hay alguien que no sea consciente de cuáles son los objetivos últimos del gobierno social-comunista y de sus socios, hay que volver a señalarlos y criticarlos.

•   •   •



Aquí parto de una descripción y de un análisis de la situación actual del gobierno y de la oposición.

Para ello analizo la labor que ha llevado a cabo Sánchez en su primer año. Creo que su política de pactos y alianzas con los demás partidos y su actividad legislativa son la mejor muestra de la voluntad decidida con la que están impulsando el cambio de régimen, que es su objetivo principal.

Después describo y analizo la situación en que se encuentra la oposición, que hoy está dividida y dispersa como no lo estaba desde los años ochenta.

Al contemplar el panorama actual de la política española se me hizo inevitable dar una respuesta a la lógica pregunta de cómo hemos llegado a esto. Para contestarla he acometido el estudio de la evolución de las fuerzas políticas desde la Transición hasta nuestros días. Primero, las fuerzas que podemos denominar clásicas: los socialistas, los comunistas, los nacionalistas y la derecha. He considerado a Podemos, a pesar de todas sus peculiaridades, como una nueva forma de presentarse el viejo comunismo, y por eso lo he estudiado aquí.

He prestado especial atención a la evolución de la derecha, por razones obvias. Para empezar, porque esa evolución la he vivido en primera persona, pero, sobre todo, porque creo que la derecha puede haber seguido un camino que merece la pena conocer: por un lado, un largo proceso que va desde los inicios de la Transición hasta Mariano Rajoy, para conseguir agrupar a todas las formaciones que comparten los principios más genuinos del liberalismo y del pensamiento conservador, y después, un camino en la dirección opuesta, un camino disgregador, que es el que nos ha conducido a la situación actual del centro derecha, con varios partidos que, aunque coinciden en lo fundamental, actúan completamente separados, cuando no en franca oposición los unos de los otros.

Como es lógico, también me he ocupado de estudiar lo que ha significado la aparición de todos los partidos que han venido para poner fin al bipartidismo imperfecto que hemos tenido desde la restauración de la democracia. Me refiero a UPyD, Ciudadanos y Vox.

Pero no podía quedarme en el estudio y la reflexión teórica acerca de lo que veo y de lo que he visto. Por eso he dedicado la última parte del libro a proponer una serie de sugerencias prácticas para articular y organizar una alternativa que pueda suscitar la ilusión y la esperanza de una mayoría de españoles basada en esos principios liberal-conservadores en los que creo y en los que pienso que creen muchos más ciudadanos de lo que parece. Unos principios que para mí tienen que estar indisolublemente unidos a la defensa de España como una gran Nación de ciudadanos libres e iguales.
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RETRATO DEL GOBIERNO DESPUÉS DE UN AÑO









En el prólogo del libro he señalado los dos problemas centrales de la política española de hoy: un gobierno social-comunista, apoyado por independentistas y filoterroristas, y una oposición de derechas o centro derecha dividida e incapaz de plantar cara de una manera eficaz a los planes de ese gobierno.

Toca ahora analizar los dos polos de esta situación, el del gobierno y el de la oposición. Y el primero es el del gobierno.





El gobierno social-comunista

A Sánchez no le gusta, incluso le molesta notoriamente, que a su gobierno se le etiquete como social-comunista. Algo que, curiosamente, sí le gusta a su vicepresidente segundo, que ha amenazado en las Cortes a la derecha con que «van a tener gobierno social-comunista para rato», sin tenerle miedo a la palabra que define sus ideas políticas e incluso sus afectos. Puedo entender a Sánchez, porque pasearse por el mundo y, sobre todo, por Europa como aliado de los comunistas es algo que a cualquier político europeo decente debe darle vergüenza, mejor dicho, le da vergüenza, incluso al propio Sánchez, a juzgar por los esfuerzos que hace por negarlo.

No hay que olvidar que, de los veintisiete países que componen la Unión Europea, nada menos que doce (Alemania —en su mitad—, Bulgaria, Croacia, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Polonia, República Checa y Rumanía) han vivido más de cuarenta años bajo brutales dictaduras comunistas que, además de haberles negado la libertad y haberles tenido sometidos a una represión feroz, los han arruinado económicamente para varias generaciones. Y ya sabemos cómo Don Quijote nos dejó dicho que «la libertad, Sancho, es uno de los más preciosos dones que a los hombres dieron los cielos; con ella no pueden igualarse los tesoros que encierra la tierra ni el mar encubre; por la libertad así como por la honra se puede y debe aventurar la vida».

¿Cómo van a recibir, por ejemplo, en Alemania al presidente de un gobierno con comunistas, cuando recuerdan cómo los vopos ametrallaban por la espalda a aquellos compatriotas suyos que simplemente querían escapar del «paraíso» comunista de la República Democrática (¡increíble sarcasmo, ese nombre!) para pasarse al «infierno» capitalista de la República Federal? Para los ciudadanos de estos doce países el comunismo no es una gamberrada de niños mimados que, desde su situación de privilegio por vivir en un país libre, juegan a imitar a asesinos, como Lenin, Stalin, Mao o Fidel Castro, y a poner en práctica sus delirios de ingeniería social. Para los ciudadanos de estos países el comunismo es el recuerdo vivo de sus tragedias, unas tragedias que destrozaron sus vidas y las de sus familias y arruinaron sus economías.

Por tanto, es muy comprensible que a Sánchez le moleste —y hasta le asuste— que a su gobierno lo califiquen como comunista. En esto coincide un poco con su vicepresidente segundo, Pablo Iglesias, que, aunque es un marxista-leninista convencido, tiene dadas órdenes a sus correligionarios de no utilizar nunca la expresión nefanda, porque sabe todas las connotaciones negativas que la palabra «comunista» tiene, aunque la utilizó, eso sí, unida a la de socialista en la intervención ya mencionada.

Pero que la evite no quiere decir que esquive lo que hay detrás de la palabra, «comunismo». Al revés, implantar un régimen comunista es el objetivo expreso de su partido Podemos, y a eso dirige todos sus movimientos tácticos. Empezando por el primero de todos, que es el de camuflar la dichosa palabrita.

Claro que no puede evitar que a muchos de sus compañeros de coalición se les escapen los auténticos propósitos de su política, y hagan exhibiciones impúdicas de sus creencias totalitarias y nostálgicas de ese socialismo real que fue y es el comunismo. Así tenemos, ahora que hemos recordado la tragedia de las dos Alemanias (por otro lado, el mejor escaparate y argumento, junto con las dos Coreas, para comprender los efectos del comunismo y compararlos con los del capitalismo), al ministro de Consumo, Alberto Garzón, que declara que no es «ni de izquierdas ni político, soy comunista», y que para demostrarlo posa con una camiseta de esa República Democrática Alemana que ametrallaba a los ciudadanos que querían marcharse de allí.

O tenemos a un concejal del Ayuntamiento de Madrid, Mauricio Valiente, que durante los años de alcaldía de Manuela Carmena presidió la Junta Municipal de Chamartín y colocó un retrato de Lenin para que presidiera su despacho oficial.

¿Saben los líderes de esos otros países europeos con los que Pedro Sánchez se codea con desenvoltura cuando va a Bruselas que el vicepresidente del Gobierno Iglesias declaraba el 2 de julio de 2016 que «la caída del Muro de Berlín fue una mala noticia para todos»?

También tenemos al veterano comunista, hoy desaparecido, Julio Anguita, al que Iglesias había despreciado repetidas veces, que en mayo de 2016 declaraba que, cuando hablaba con Alberto Garzón, entonces líder de Izquierda Unida, y con Pablo Iglesias, se encontraba a gusto «porque todos, ellos y yo, somos comunistas».

No sé si fue «ingenuidad» del viejo líder cordobés del comunismo español el dictaminar solemnemente que tanto IU como Podemos eran comunistas, ¡con lo que Iglesias había evitado siempre esa etiqueta!, pero el caso es que en las elecciones generales que tuvieron lugar un mes después, en junio de ese año, las primeras a las que acudieron juntos Podemos e IU, con el nuevo nombre de Unidos Podemos, obtuvieron cinco millones de votos, un extraordinario resultado para un partido comunista occidental.

Sin embargo fue un resultado peor de lo que esperaban, porque se habían unido las dos formaciones, ya que, en las elecciones de diciembre de 2015, a las que concurrieron separados, Podemos obtuvo 5,2 millones de votos y 900.000 Unidad Popular en Común (otro nombre para disimular su esencia comunista, con el que se presentó la IU de Alberto Garzón). Lo que quiere decir que, tras las declaraciones de Anguita, la suma de las dos marcas comunistas perdió 1.200.000 votos.

Lo que sí viene a demostrar todo esto es que Pedro Sánchez hace bien en intentar disimular la condición de comunista que tiene su gobierno y procurar que no se le asocie con esa palabra impronunciable. Pero que consiga o no esquivar o esconder la palabra no quita para que la acción de su gobierno en este primer año esté siguiendo un guion típicamente comunista. «Socialista del siglo XXI», es decir, comunista que no lo dice a las claras.

Lo que me parece más grave y preocupante de este gobierno es que el programa que tiene —y que está cumpliendo— no se limita a ser eso, un programa de gobierno, sino un programa para pasar de ser una democracia liberal, homologable a las democracias avanzadas de los países occidentales, a otra cosa, que ellos llamarán «democracia popular», como en los países del Este de Europa bajo la bota soviética, o «bolivariana», como en la desdichada Venezuela de hoy.





«Con Bildu, no»

Hay un agravante y es que este programa que, imparable, va ejecutando el gobierno de Sánchez, no solo no lo dio a conocer a los ciudadanos antes de las elecciones, sino que, expresamente, lo negó. Porque Sánchez se presentó con la promesa y el compromiso formal de no pactar ni con Podemos, ni con Bildu ni con los independentistas. Merece la pena recordar algunas de esas declaraciones con esos compromisos que repitió innumerables veces.

Ya en 2015 Sánchez se comprometió a no pactar con Bildu si llegaba a la Presidencia del Gobierno. «Con Bildu no vamos a pactar. Si quiere se lo repito cinco veces o veinte. Con Bildu, se lo repito, no vamos a pactar», dijo de manera tajante durante una entrevista.





Las «líneas rojas» de Sánchez

Por aquel entonces, el PSOE, decía Sánchez, tenía unas «líneas rojas» que no podía cruzar. Y en una intervención en el Congreso de los Diputados afirmó que no iba a permitir que la gobernabilidad de España descansara en partidos independentistas o en aquellos que «querían romper España». «Lo he dicho en público y en privado. Y lo digo aquí para que conste en acta».

También dijo en junio de 2019: «El Partido Socialista de Navarra y el Partido Socialista Obrero Español tenemos la misma posición: con Bildu no se acuerda nada». En esto coincidía con la vicepresidenta del Gobierno, Carmen Calvo, que había declarado: «EH Bildu no es socio de gobierno para el PSOE en ninguna de sus formas [...] es un asunto que está claro, siempre ha estado claro y por tanto no tenemos que volver a decirlo. El PSOE no cuenta con Bildu ni ahora ni en ninguna forma de concertación de gobierno».

Y cuando Pablo Casado le preguntó a Sánchez en el debate electoral previo a las elecciones de noviembre de 2019: «¿Con quién pactará usted, señor Sánchez? ¿Con ERC y Bildu?», Sánchez respondió: «¡Qué barbaridad, señor Casado!». 

Sin embargo, a principios de 2020 los socialistas navarros pactaron con Bildu, demostrando que ya no existe veto del PSOE a esa organización. Y ahora Bildu es uno de los partidos que apoyan al gobierno de Sánchez, con el que llega a acuerdos, entre otros, para acercar a presos terroristas al País Vasco.

Y aún hay más. Como ya he dicho, en septiembre de 2019 Sánchez afirmó en La Sexta que «no dormiría por las noches como el 95 por ciento de los españoles», si hubiese aceptado gobernar con Podemos tras las elecciones de abril de ese año. Para menos de dos meses después de esas declaraciones abrazarse con el protagonista de sus pesadillas y formar el gobierno de coalición social-comunista.

La capacidad para resistir a las hemerotecas que le colocan ante mentiras indiscutibles nos llevaría al análisis de la personalidad de Sánchez, que es el político que más desprecio tiene por la verdad de los que he conocido. Me resulta verdaderamente increíble su capacidad para no inmutarse ante las hemerotecas, fonotecas y videotecas que le ponen delante declaraciones y promesas suyas que directamente le convierten en un mentiroso sin el menor complejo. Aunque ya comentan que Lenin decía que la mentira es un arma revolucionaria.





La fórmula para cambiar el régimen

Pero volvamos al proyecto político de la coalición que está en La Moncloa. Un proyecto de cambio de régimen, que nunca había estado entre los objetivos del PSOE de la Transición y del felipismo, aunque sí ha estado siempre presente en los programas de los comunistas de Podemos. En la actual coalición Sánchez lo ha hecho suyo y está dando los pasos necesarios para llevarlo a cabo con auténtico fervor.

Para cambiar el régimen los ideólogos de Podemos quieren utilizar un procedimiento que a mí me parece enormemente peligroso, pero que, por desgracia, puede resultar tremendamente eficaz, y Sánchez se está prestando a usarlo sin la menor reserva. Se trata de usar la idea y la palabra democracia de una manera fraudulenta.

Cuando se empieza a hablar de democracia hay que tener siempre presente que la democracia no es un fin en sí misma, sino que es un medio para alcanzar un fin mucho más valioso y más trascendental: la libertad.

No se puede utilizar la democracia como coartada para restringir la libertad.

Esto quiere decir que los ataques o las limitaciones a la libertad no pueden nunca justificarse con el argumento de que una mayoría de los ciudadanos lo han querido. Insisto en que por muy amplia que sea esa mayoría hay valores superiores que no se pueden tocar. Por ejemplo, por muchos ciudadanos que votasen que hay que restablecer la esclavitud, y aunque fuesen una mayoría aplastante, no se podría legalizar la esclavitud. O la implantación de alguna discriminación por motivos de raza, de religión o de sexo.

Es decir, que la democracia no lo puede todo. Que el 50,1 por ciento de los votos no da derecho a todo, ni siquiera el 99 o el cien por cien. Ya los primeros estudiosos que reflexionaron acerca de la democracia, con Tocqueville en un lugar prominente, alertaban sobre el peligro que puede existir cuando esa mitad más uno de los votos se usa para imponer la dictadura de la mayoría. Porque la utilización de métodos democráticos no puede acabar con una de las características fundamentales que deben tener las sociedades libres y abiertas, la de proteger los derechos de todos, especialmente los de las minorías.

Como ya dijo Hayek, es verdad que lo que legitima al poder es su carácter representativo. Sin embargo, el poder adquirido de forma legítima pudiera ser ejercido con arbitrariedad y convertirse en un poder tan opresor como la peor dictadura.

No puede decirse de la democracia lo que con verdad decía Lord Acton de la libertad, que esta «no es un medio para un fin político más alto; es, en sí, el fin político más alto». La democracia no es un fin en sí misma, es esencialmente un medio para salvaguardar la libertad individual y la paz interna.

No hay que olvidar que Hitler llegó al poder sin necesidad de destruir la democracia, simplemente se aprovechó de su decadencia y ya nos advirtió Hayek que «bajo el gobierno de una mayoría muy homogénea y doctrinaria el sistema democrático puede ser tan opresivo como la peor dictadura». Cuando la democracia deja de ser una garantía de la libertad individual, puede muy bien persistir en alguna forma, bajo un régimen totalitario, ya que en estos casos quienes ostentan el poder se encargan de controlar todos los poderes para asegurarse su permanencia en él. Recuérdese que en los países de la Europa Oriental se votaba y que esos países se denominaban democracias populares, y que ahora se vota en países como Venezuela o Cuba.

Es errónea la creencia de que mientras la fuente última del poder sea la voluntad de la mayoría, el gobierno no puede ser arbitrario. Es falso creer que en tanto el poder se adquiera por un procedimiento democrático (y la mayoría del Congreso lo es) el gobierno no puede ser despótico, porque no es la fuente del poder, sino su limitación lo que impide al gobierno ser arbitrario.

La voluntad de la mayoría es lo que legitima al poder en su origen, pero la garantía frente al ejercicio del poder arbitrario, despótico y opresivo la prestan los límites que se le imponen al poder: en nuestro derecho, la Constitución y las leyes que la desarrollan, que constituyen el Estado de Derecho.

Además, la democracia tiene que servir para salvaguardar otros valores superiores que no pueden estar sometidos al arbitrio de decisiones que se tomen por mayoría. Por mucha mayoría que tengan.

La democracia, que es el mejor de los métodos que se han encontrado para gobernar las sociedades que quieren ser libres por encima de todo, no puede olvidar que es un método al servicio de un fin muy superior, como ya he señalado, el de preservar la libertad de todos los ciudadanos. Churchill ya dijo que «se ha dicho que la democracia es la peor forma de gobierno, si exceptuamos todas las demás». La democracia no puede ser un subterfugio para acabar con los límites que siempre hay que contraponer al poder.





Acabar con Montesquieu: la toma de la Justicia

La democracia tampoco puede ser un subterfugio para acabar con la separación de poderes, con ese Montesquieu que pone tan nerviosos a los totalitarios y a los aprendices de totalitarios. Y aquí puede ser útil recordar la solemnidad con la que Alfonso Guerra proclamó su muerte al presentar en 1985 la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuando el PSOE tenía 202 diputados. Una ley que venía a derogar la que en 1980, con Suárez de presidente del Gobierno, se había aprobado, que, por cierto, fue la segunda ley orgánica que se elaboró tras la aprobación de la Constitución. La primera fue la del Tribunal Constitucional.

La modificación de 1985 merece una explicación porque ha tenido y va a tener especial trascendencia. La Constitución, en su artículo 122.3, dice: 



El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un periodo de cinco años. De estos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.



Como puede comprobarse, la Constitución deja en manos de una posterior ley orgánica la forma de nombrar a los doce miembros del Consejo que tienen que ser jueces y magistrados. El gobierno de UCD hizo sus deberes e impulsó la consiguiente ley orgánica, que fue aprobada en las Cortes un año después de aprobada la Constitución, en enero de 1980.

En esta Ley, su artículo 8 determina que: «Los doce Vocales de procedencia judicial serán elegidos entre Jueces y Magistrados pertenecientes a todas las categorías judiciales, en los términos establecidos en la presente Ley». Y añade este artículo: «Integrarán el Consejo tres Magistrados del Tribunal Supremo, seis Magistrados y tres Jueces».

Y los términos que establece esta Ley vienen desarrollados en los artículos 12 y 13, que dicen:



Artículo 12

Los Vocales del Consejo General de procedencia judicial serán elegidos por todos los Jueces y Magistrados que se encuentren en servicio activo.



Artículo 13

La elección se llevará a cabo mediante voto personal, igual, directo y secreto, admitiéndose el voto por correo.

Deberá convocarse con tres meses de antelación a la terminación del mandato del Consejo.

La circunscripción electoral será única para todo el territorio nacional.



Como puede verse, la elección de los doce vocales que no dependían del Parlamento se dejaba enteramente en manos de los jueces que estaban en activo.

Esta ley orgánica de 1980 fue fruto de un consenso entre UCD y el PSOE, que se pusieron de acuerdo en el texto hasta el punto de que no admitieron ninguna enmienda de las que presentaron los grupos minoritarios, como el PCE o AP.

Pues bien, cinco años más tarde, en 1985, y con aquella mayoría aplastante de la que gozaba el PSOE, los socialistas sacaron adelante una ley, que es la todavía vigente, en la que se modifica sustancialmente el método de elección de esos doce vocales provenientes de los jueces y magistrados en activo, con su artículo 112, que dice: 


	Los Vocales del Consejo General del Poder Judicial serán propuestos por el Congreso de los Diputados y por el Senado.

	Cada Cámara elegirá, por mayoría de tres quintos de sus miembros, cuatro Vocales entre abogados y otros juristas de reconocida competencia con más de quince años en el ejercicio de su profesión, procediendo para ello según lo previsto en su respectivo Reglamento.

	Además, cada una de las Cámaras propondrá, igualmente por mayoría de tres quintos de sus miembros, otros seis Vocales elegidos entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales que se hallen en servicio activo.



De esta forma todos los vocales del Consejo pasan a ser elegidos por las Cámaras, esto es, por los representantes del poder legislativo.

Esto ya sería bastante preocupante porque pone en riesgo la total independencia que debe existir entre los poderes del Estado. Es evidente que, así, el órgano de gobierno de los jueces depende de los que han elegido o cooptado a sus vocales. Pero yo añadiría un peligro todavía más grave en este sistema de elección de los vocales, y es que en la práctica, y la experiencia lo demuestra, quien elige a esos vocales ni siquiera son los diputados y los senadores, sino los partidos políticos, las camarillas de los partidos políticos, que llegan a acuerdos, a espaldas, por supuesto, de sus parlamentarios. De ahí que siempre, desde 1985, cuando alguien se refiere a algún miembro del Consejo General del Poder Judicial tenga que añadir el nombre del partido político que lo ha cooptado a ese puesto.

Si uno de los problemas que presenta nuestro actual sistema político es la deriva que ha ido tomando hacia una hipertrofia del poder de los partidos, lo que se ha dado en llamar la partitocracia, una de las manifestaciones más evidentes y escandalosas de esa deriva partitocrática la encontramos en los conchabeos tradicionales entre las cúpulas de los partidos, que, desde siempre, han acompañado los nombramientos de esos vocales.

Por todo esto se hace evidente que esta Ley Orgánica del Poder Judicial es una de las leyes que una derecha, consciente de su responsabilidad a la hora de defender la libertad, debería haber cambiado radicalmente hace muchísimo para que Montesquieu resucitara en España.





El discurso de Alberto Ruiz-Gallardón

Tras la aplastante mayoría absoluta que obtuvo Rajoy en las elecciones generales de noviembre de 2011, su ministro de Justicia, Alberto Ruiz-Gallardón, en la primera comparecencia ante la Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados, el 25 de enero de 2012, no pudo hablar más claro. Merece la pena recordar algunas de las rotundas afirmaciones que allí expuso el ministro:



No podemos seguir con la imagen de politización de la Justicia en España. No podemos seguir con una imagen en la que la división de poderes que consagra nuestra Constitución está, a efectos del ciudadano, absolutamente vulnerada como consecuencia de la extensión de la lucha partidista a la configuración de los órganos de gobierno de uno de los poderes del Estado.

Tenemos que empezar, lo digo con rotundidad y desde el principio para acabar con esa politización y con esa percepción de politización que tienen los españoles, con la modificación del sistema de elección de los vocales del Consejo General del Poder Judicial.

Tenemos que ir al espíritu de la Constitución y tenemos por lo tanto que dejar bien claro que la voluntad del gobierno, como ya ocurrió en los primeros tiempos de funcionamiento del Consejo, es que doce de sus veinte miembros sean elegidos de entre y por jueces y magistrados de todas las categorías. Y les digo más, si queremos de verdad acabar con la politización, tenemos también obligación de que los ocho miembros que habrá de designar este Parlamento —y hago extensiva esta reflexión a otros órganos constitucionales del Estado— no sigan siendo parte de un sistema partidario de reparto de cuotas.

No podemos seguir asistiendo a un relato de la crónica judicial donde cada decisión está permanentemente asociada al origen partidario de los miembros del gobierno del Consejo General del Poder Judicial y, consiguientemente, a una identificación con una u otra formación política.



Las frases que pronunció Alberto en aquella sesión no dejan lugar a dudas acerca de cuáles eran sus propósitos de reforma de esa Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985. Y no solo fueron propósitos. El 2 de marzo de ese año 2012 propuso al Consejo de Ministros, y este aprobó, la creación de una Comisión Institucional para elaborar una propuesta de reforma de los artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial que se refieren al Consejo General del Poder Judicial. En el texto que esta comisión elaboró se establecía que los doce vocales de origen judicial serían elegidos «por todos los Jueces y Magistrados en situación de servicio activo mediante voto libre, personal, igual, directo, secreto y único». Con lo que se volvía a la Ley Orgánica de 1980.

El ministro Ruiz-Gallardón presentó ese texto al Consejo de Ministros el 6 de julio de 2012. Sin embargo, la frontal oposición del PSOE, con Rubalcaba de líder, y la falta de apoyo de Rajoy hicieron que, a pesar de estar en el programa electoral de forma destacada y de la mayoría con la que contaba el PP, el texto fuera rechazado y la elección de los vocales del Consejo continuó siendo asunto de las camarillas de los partidos. Y Gallardón acabó dimitiendo.

Hasta aquí he intentado explicar los defectos que sufre nuestro sistema de gobierno del Poder Judicial y su dependencia de los partidos, que, evidentemente, se hace aún más perniciosa cuando alguno de esos partidos, como ocurre ahora, está empeñado en la demolición del régimen constitucional.

Vuelvo ahora al análisis de cómo el actual gobierno quiere hacer un uso torticero de la democracia para, poco a poco, acabar con el régimen del 78.

Porque, para empezar, la democracia no puede ser ni la excusa ni el método para acabar con la posibilidad de turnar los partidos en el gobierno, ni para acabar con el respeto a los derechos de las minorías, ni para acabar con los contrapesos que las sociedades libres han desarrollado precisamente para que no ocurra lo que pretenden los comunistas, que es perpetuarse en el poder.





El ataque al régimen del 78 siguiendo a Laclau

Un régimen democrático tiene que respetar las estrictas reglas que se ha dado. En el caso español, sobre todo y en primer lugar, la Constitución. Y como tocar la Constitución es muy difícil, los revolucionarios de hoy están sorteando esas normas y esas reglas. Las están sorteando ya con los métodos y las tácticas que han ideado los teóricos del llamado «socialismo del siglo XXI», que es el comunismo de Podemos, haciendo un uso fraudulento de la democracia para conseguir sus fines. Aunque más adelante lo analizo con más detenimiento, merece la pena explicarlo para comprender ya desde el inicio de estas páginas la magnitud del ataque que el gobierno social-comunista ha emprendido contra el marco constitucional.

Podemos es un partido de profesores comunistas que conocen las teorías de los marxistas del siglo XXI, como el argentino Laclau y su viuda, la belga Chantal Mouffe, que propugnan la utilización de la democracia como vía para llegar al que llaman socialismo del siglo XXI, es decir, un comunismo con elecciones que les garanticen su permanencia en el poder indefinidamente.

Estos profesores, y sus partidarios en Podemos, siguiendo a esos teóricos, quieren acabar con el régimen del 78 de manera similar a como los chavistas desmontaron el régimen democrático de Venezuela.





La monarquía en cuestión

Estos comunistas de hoy ya no pretenden entrar a tiros en el Palacio Real y asesinar a la familia real, aunque ahí están las amenazas de Irene Montero, actual ministra de Igualdad, cuando decía: «Felipe no serás rey, que vienen nuestros recortes y serán con guillotina».

Y también la noticia que el 4 de octubre de 2019 recogía El Español: 



El diputado de Unidas Podemos Enrique Santiago, leninista «a mucha honra», ha asegurado que si en España se dieran «las mismas condiciones» que en la Rusia de 1917, «indudablemente» iría mañana al Palacio de la Zarzuela y haría lo mismo que Lenin le hizo al zar. Santiago, secretario general del Partido Comunista de España (PCE), admirador de Lenin —«yo me quito el sombrero», afirma—, ha hecho estas manifestaciones a la revista satírica Mongolia. Ante la rotundidad de su afirmación, el entrevistador, Pere Rusiñol, insiste en tono jocoso: «¿Lo liquidarías?», en referencia a Felipe VI. A lo que Santiago responde: «Eso ya depende de cómo se pusiera y lo que surgiera. Todos los procesos revolucionarios no los haces para matar a un zar, evidentemente. Eso es bastante anecdótico en el devenir de la historia. En su momento histórico estaba claramente justificado». Nicolás II, su esposa y sus cinco hijos, de entre trece y veintidós años, fueron asesinados a tiros y bayonetazos en el verano de 1918.



Cuando los de Podemos, desde el gobierno, ponen en cuestión una y otra vez la legitimidad de la monarquía parlamentaria que los españoles nos hemos dado como forma del Estado, y cuando, también constantemente, proponen el modelo de la Segunda República como alternativa, puede ser oportuno reflexionar un momento acerca de cómo llegaron los presidentes de esa república a ese puesto.

En este asunto se ha destacado el ya citado diputado comunista, Enrique Santiago, abogado del narcoterrorismo de las FARC, que declaró la superioridad de la Segunda República sobre la monarquía con el argumento de que en ella se elegía democráticamente al jefe del Estado. Pues bien, conviene saber que ninguno de los presidentes de la República, ni Alcalá-Zamora, ni Manuel Azaña, fueron elegidos en las urnas. El presidente interino, Diego Martínez Barrio, nombrado tras la muy discutible destitución del primero, tampoco, lógicamente.

Nuestra actual monarquía parlamentaria, que tiene a Felipe VI en la Jefatura del Estado, sí que fue refrendada muy mayoritariamente por el pueblo español en referéndum. Mientras que para aprobar la Constitución Republicana de 1931 el pueblo español no fue convocado.





Para el socialismo del siglo XXI la mayoría lo puede todo

Los comunistas del siglo XXI consideran que es suficiente alcanzar una mayoría, de la forma que sea, para con esa mayoría promulgar las leyes que consideren necesarias para desvirtuar aquellos valores y principios de nuestra Constitución del 78 que pueden oponerse a sus designios y a su proyecto de convertir España en una Unión de Repúblicas Socialistas Ibéricas.

Y esa mayoría, que Rubalcaba, antes de morir, denominó Frankenstein, la han alcanzado ahora los comunistas, los independentistas y los filoterroristas junto con los socialistas. Esto es lo verdaderamente trágico y peligroso, que esa mayoría la alcanzan con el PSOE, que cumple la función de ser la piedra angular sobre la que se está poniendo en marcha todo este proyecto.

Ocurre en unos momentos en los que da la impresión de que el PSOE, como partido con unos principios firmes y unos objetivos políticos, económicos y sociales determinados, ha desaparecido. Hoy es el aparato de un líder con rasgos autoritarios muy marcados, con desprecio absoluto a la verdad y obsesionado por el poder a toda costa.

Por eso, se hace difícil saber si los socialistas —¿o quizás sería mejor decir los «sanchistas»?—, están en la coalición de gobierno como «tontos útiles del comunismo» o, por el contrario, son los principales protagonistas de esta operación de desmontaje del régimen y de implantación de ese comunismo del siglo XXI, según el modelo venezolano.

La táctica para conseguir acabar con el marco de la Constitución Española del 78 es muy sencilla. Se trata de aprovechar la mayoría de votos que apoyan a la coalición gobernante para tomar decisiones y legislar forzando la actual legalidad, con la esperanza de que, después, los jueces rechacen los eventuales recursos que se presenten contra esas leyes, y consagren poco a poco un nuevo régimen. De ahí, como también veremos, la necesidad de mantener muerto y enterrado a Montesquieu.

Veamos algunos ejemplos de actuaciones de este tipo, en las que se violenta la legalidad para conseguir que vayan desapareciendo elementos clave de nuestro sistema constitucional. Actuaciones que ya están en marcha.





La ley Celaá

Empecemos por la nueva ley de educación, que voy a llamar ley Celaá para ignominia de Isabel Celaá, la ministra en cuyo ministerio ha sido elaborada y que la ha presentado. Esta ley está basada en un principio ideológico profundamente totalitario y que la ministra no solo no ha disimulado, sino que ha exhibido orgullosa: «Los hijos no pertenecen a los padres». Eso fue lo que declaró sin ambages para que no hubiera dudas de su vocación totalitaria.

Si ella fuera una pedagoga o una filósofa o una ciudadana corriente, se podrían interpretar sus palabras como una llamada de atención para que todos, incluso los padres, respetemos al máximo la autonomía y la libertad de los hijos.

Pero en labios de una ministra de Educación como ella, sus palabras quieren decir otra cosa mucho más terrible: que la educación de los hijos no es cosa de los padres, sino del Estado, que los padres no tienen que tener ni arte ni parte en la educación de los hijos, de los que ya se ocupará el Estado. Exactamente como en la URSS de Stalin o en la China de Mao.

Ese es el espíritu que se respira en esta nueva ley y que su letra consagra, el de eliminar la libertad de los padres para elegir la educación que quieren para sus hijos. Ya el Estado, es decir, ellos, los social-comunistas, se ocupará de formar sus mentes. Es decir, de convertirles en obedientes esbirros del régimen que están instalando.

Si los tribunales no aceptan los recursos que se presentarán contra esa concepción totalitaria, los comunistas del gobierno habrán conseguido uno de sus objetivos para implantar poco a poco ese régimen que ellos sueñan que sea como el chavista venezolano: el encargado de acabar con la libertad de los padres.

Además, esta ley es un arma que la coalición social-comunista pone en manos de los independentistas para que avancen en la consecución de su objetivo de romper España, al permitir que se elimine definitivamente la enseñanza en español dentro de las autonomías que gobiernan. Otro objetivo del actual gobierno, aún más destructor que el de acabar con la Constitución, porque se trataría de acabar, simple y llanamente, con la Nación española.

Aquí no voy a entrar en otros aspectos absolutamente sectarios y disolventes que esta ley contiene, como son la entronización del aprobado general, que es el gran descubrimiento de Celaá y su equipo para acabar con el fracaso escolar, y la erradicación de las escuelas de educación especial, que es una de las mayores aberraciones humanas que he conocido, como están poniendo en evidencia los padres de esos chicos con enormes problemas. Claro que si los hijos no son de los padres es normal que no se les deje opinar sobre dónde trataran mejor a esos chicos.

Tampoco voy a entrar en lo nefasto que para la educación de generaciones de españoles ha sido el marco que, en los años del felipismo, los socialistas crearon con la Ley de Reforma Universitaria (LRU) y la LOGSE, que, en lo esencial, no ha cambiado apenas, a pesar de los años de gobierno del PP y sus tímidos intentos de cambiar ese marco, que, en la práctica, casi no han tenido efecto.





El Ministerio de la Verdad

Otro ejemplo clarísimo de la ruta que el gobierno social-comunista sigue para crear un nuevo marco normativo en España y cambiar el régimen es el proyecto de crear un Ministerio de la Verdad. Parece increíble que en España se esté planteando la creación de ese Ministerio de la Verdad, después del 1984 de Orwell, donde el escritor explica cómo el totalitarismo se fundamenta siempre en el poder de los que mandan para determinar cuál es la verdad y donde ridiculiza el totalitarismo por crear eso, un Ministerio de la Verdad. Y ahora se está haciendo en España sin vergüenza y sin complejos.

Porque el gobierno de Pedro Sánchez ha creado un organismo para vigilar las «noticias falsas» difundidas por Internet, a cuyo frente figura el jefe de gabinete del presidente y en el que uno de sus vocales es el secretario de Estado de Comunicación. La orden ministerial, publicada en el BOE, reserva al ejecutivo la potestad de determinar qué informaciones son falsas y cuáles son verdaderas.

La única concesión a la vergüenza de los que han tenido la idea de esta barbaridad ha sido la de no llamarlo ministerio, sino «Comisión de Alto Nivel para la elaboración de la Estrategia de Seguridad Nacional». Cuando esa Comisión empiece a funcionar, la censura estará vigente y la libertad de expresión habrá acabado. Como en Cuba, como en China y como en todos los países comunistas que en la historia ha habido.

Es de esperar que el PP lo recurra y que el recurso prospere.





La Fiscalía, ¿de quién depende?

Otro ejemplo de agresión a esa fundamental división de poderes nos lo da la actual fiscal general, ajena a la menor independencia y aguerrida militante del social-comunismo, para demostrar la arrogancia con la que el actual gobierno, sin el menor recato ni disimulo, desprecia esa indispensable independencia que en todo Estado de Derecho deben tener los fiscales.

Y otra muestra de la desaforada marcha que este gobierno ha emprendido para diseñar un marco a gusto del «socialismo del siglo XXI», es decir, del neocomunismo bolivariano, lo tenemos en su proyecto de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el que se encarga a los fiscales la instrucción de los sumarios, arrebatando esa competencia a los jueces. Pedro Sánchez preguntó en una entrevista, con un desparpajo desconcertante: «¿De quién depende la Fiscalía?». «Del gobierno», dijo el periodista muy bajito. «Pues eso», concluyó Sánchez.

En ese proyecto también se incluye la obligación de las fuerzas policiales de dar cuenta al gobierno del curso y del estado de las investigaciones. Esto quiere decir que si, caso improbable en el nuevo régimen que quieren implantar, la policía estuviera investigando a algún miembro del gobierno o de los partidos que lo sostienen, tendría que contárselo, quizás, al mismo ministro que está siendo objeto de esa investigación.

Así se evitarán conflictos como el que suscitó la negativa del coronel Pérez de los Cobos a dar cuenta al ministro Marlaska del estado de las pesquisas que la Guardia Civil estaba llevando a cabo para determinar las posibles responsabilidades penales en la autorización de la manifestación del 8-M, cuando ya la pandemia estaba desatada. Y es que, como reconocen todos los dictadores, la separación de poderes es un engorro, que hay que eliminar cuanto antes.





Atacar la propiedad

Veamos otro ejemplo de maniobras social-comunistas para ir desvirtuando el marco constitucional en un asunto tan trascendental como la protección de la propiedad. Me refiero a la legislación antidesahucios. Los comunistas de Podemos —junto a Bildu y ERC— presentaron una enmienda a los Presupuestos (que, por cierto, ellos mismos habían redactado) para prohibir los desahucios hasta 2022. Un mínimo sentido de la decencia y de la coherencia hizo que la retiraran, pero con el firme compromiso de promulgar en breve plazo, como ya han hecho, un Real Decreto o un Real Decreto-ley prohibiéndolos.

Es evidente que si, después de la promulgación de esa norma, algún inquilino sigue pagando el alquiler al dueño de su piso será tomado por imbécil. El Real Decreto Ley 1/2021 de 19 de enero acaba con la propiedad privada de los inmuebles y legaliza las «okupaciones» cuando no hay violencia ni intimidación y cuando los «okupas» son considerados consumidores vulnerables, con la definición del ministro Garzón. Hay que saber y no olvidar nunca que la característica fundamental del comunismo es esa: la abolición de la propiedad privada.

Pero es que, además, el vicepresidente Iglesias, al anunciar estos proyectos de medidas antidesahucios y de legalización de las «okupaciones», añadió que se iban a poner en práctica para defender a los vulnerables. Dando por sabido que determinar quién es o no es vulnerable siempre será cuestión suya, de Iglesias.

La protección de los más desfavorecidos tiene que ser responsabilidad de todos y, desde luego, de los poderes públicos. Por eso, todas las administraciones españolas, desde hace muchísimos años, han creado mecanismos para asegurar esa protección. Por ejemplo, en la Comunidad de Madrid existe la Renta Mínima de Inserción para ayudar a las familias más desprotegidas. Fue creada por el presidente Leguina, y no ha dejado de crecer con cada uno de los presidentes de la Comunidad de Madrid hasta el día de hoy. Pero es típico de las tácticas comunistas el utilizar un drama real, el de esas personas que se quedan sin casa, para implantar, después, su modelo de sociedad, el modelo comunista.

OEBPS/Misc/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  
 




OEBPS/Images/cover.jpg
ESPERANZA
AGUIRRE

SIN

COMPLEJOS

SOLO UNA DERECHA UNIDA 'Y ORGULLOSA
EEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEE
A GOBERNAR ESPANA





